Gabriel Eduardo Cruz Vs Departamento de Risaralda.  Rad. 66001-31-05-003-2018-00392-01

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Sentencia de 23 de octubre de 2019

Radicación Nro.
66001-31-05-003-2018-00392-01

Proceso

Ordinario Laboral

Demandante:

Gabriel Eduardo Cruz  

Demandado:

Departamento de Risaralda

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Tercero Laboral del Circuito

TEMAS:
RELIQUIDACIÒN PENSIONAL / PENSIÓN DE JUBILACIÓN CONVENCIONAL / FACTORES SALARIALES A TENER EN CUENTA PARA CALCULAR EL IBL / EN PRINCIPIO, LOS DETERMINADOS EN LA CONVENCIÓN / EN SU DEFECTO, LOS QUE PREVEA LA LEY VIGENTE AL MOMENTO EN QUE SE CAUSÓ EL DERECHO.
Ha sido pacifica la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sostener, que en materia pensional los vacíos dejados por las partes en la convención colectiva de trabajo, deben ser cubiertos por lo que establezca la Ley vigente para el momento en que se causó el derecho; situación ésta que recordó en la sentencia SL-6387 de 11 de mayo de 2016 radicación Nº 46.604 con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo, de la siguiente manera: 

“De otra parte, cabe decir en cuanto al argumento del casacionista de que se acuda al principio de favorabilidad para resolver el enfrentamiento generado entre la ley y la convención colectiva de trabajo, que, en este caso, no existe un conflicto entre dos normas, sino, más bien, una complementación entre ellas, en la medida que el vacío dejado por las partes en la convención colectiva de trabajo en cuanto al tope máximo de la pensión reconocida al actor, debe ser llenado mediante la aplicación de la ley vigente, esto es la L. 71/1988”. (…)
Habiendo causado la pensión de jubilación el señor Gabriel Eduardo Cruz el 15 de diciembre de 1993, la normatividad vigente en pensiones en el sector público era la Ley 33 de 1985, previendo en el artículo 1º que la tasa de reemplazo que arroja la mesada pensional se le debe aplicar al salario promedio que sirvió de base para los aportes durante el último año de servicios; determinando en el artículo 3º modificado por la Ley 62 de 1985, que la base de liquidación para los empleados del orden nacional será la comprendida con la asignación básica, gastos de representación, prima técnica, dominicales y feriados, horas extras, bonificación por servicios prestados y trabajo suplementario o realizado en jornada nocturna o en días de descanso obligatorio; y que en todo caso las pensiones de los empleados oficiales de cualquier orden siempre se liquidarán sobre los mismos factores que hayan servido de base para calcular los aportes.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

Hoy, veintitrés de mayo de dos mil diecinueve, siendo las diez y quince minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral N° 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el señor GABRIEL EDUARDO CRUZ en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 23 de abril de 2019, dentro del proceso que le promueve al DEPARTAMENTO DE RISARALDA, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2018-00392-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Gabriel Eduardo Cruz que la justicia laboral declare que tiene derecho a que el Departamento de Risaralda reajuste la pensión de jubilación que le reconoció a partir del 15 de diciembre de 1993, debiendo incluir como factores salariales las primas de vacaciones y de navidad, y con base en ello aspira que se le cancele la diferencia pensional causada y las costas procesales a su favor.
Refiere que: Mediante la resolución Nº 1365 de 1993 la Caja de Seguridad Social del Departamento de Risaralda le reconoció la pensión de jubilación a partir del 15 de diciembre de 1993 en cuantía mensual de $173.667, al haber prestado sus servicios a favor de ese ente territorial como trabajador oficial en el cargo de operador de máquina, cumpliendo con los requisitos establecidos en el artículo 27 de la convención colectiva de trabajo vigente para la época; para liquidar la prestación económica se aplicó el artículo 43 de ese compendio normativo, en el que después de liquidar el IBL se le aplicó una tasa de reemplazo del 88%, sin embargo, no se tuvieron en cuenta la totalidad de los factores salariales que comprendían el IBL, ya que se dejó por fuera de ello las primas de vacaciones y de navidad, pues de haber sido así, se tendría que haber reconocido una mesada para el 15 de diciembre de 1993 del orden de $206.755; el 20 de marzo de 2018 elevó reclamación administrativa en ese sentido, sin embargo, a través de la resolución Nº 0506 de 10 de abril de 2018, confirmada en la resolución Nº 254 de 21 de mayo de 2018, se resolvió negativamente la petición de reajuste de la mesada pensional.
Al dar respuesta a la demanda -fls.52 a 61- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó el contenido de los actos administrativos relacionados anteriormente, indicando que la pensión de jubilación se reconoció adecuadamente teniendo en cuenta los factores salariales que componen la prestación económica, razones por las que se opuso a la prosperidad de las pretensiones. Formuló las excepciones de mérito de “Inexistencia de la obligación y cobro de lo no debido”, “Prescripción” y “La Genérica”.

En sentencia de 23 de abril de 2019, la funcionaria de primer grado determinó que la convención colectiva de trabajo que fue allegada al proceso carece de la nota de depósito, por lo que no es posible acudir a ella para definir el problema jurídico planteado en el proceso, pero a continuación expresó que de analizarse ese compendio normativo, tampoco habría lugar a dirimir el conflicto con base en ella, pues en los artículos 27 y 43 nada se dice sobre los factores salariales a tenerse en cuenta para liquidar la pensión de jubilación, por lo que de una u otra manera debe acudirse a las normas vigentes para ese 15 de diciembre de 1993, más exactamente en lo dispuesto en el artículo 3º de la Ley 33 de 1985 modificado por la Ley 62 de esa misma anualidad, en la cual se disponen los factores salariales a tener en cuenta para liquidar las pensiones de jubilación a cargo de las correspondientes Cajas de Previsión a las que estén afiliados los servidores públicos, concluyendo que en dicha norma no se relacionan las primas de vacaciones y de navidad para ese fin; razones por las que negó la totalidad de las pretensiones de la demanda.
Inconforme con la decisión, la apoderada judicial de la parte actora interpuso recurso de apelación expresando que al señor Gabriel Eduardo Cruz se le deben tener en cuenta todos los factores salariales que devengó él en el último año de servicios, más exactamente las primas de vacaciones y de navidad, tal y como ya tuvo la oportunidad de expresarlo la Sala de Decisión Laboral de este Distrito Judicial, en el que con ponencia del Magistrado Julio César Salazar Muñoz, dentro del proceso promovido por el señor Ernesto Flórez Castaño en contra de la aquí demandada y con radicación 003-2017-00190, se indicó que de acuerdo con las normas vigentes para el año 1993, tanto la prima de vacaciones como la de navidad son factores salariales a tener en cuenta para la liquidación de la pensión de jubilación reconocida por el ente territorial accionado.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
¿Tiene derecho el señor Gabriel Eduardo Cruz a que se le reajuste la pensión de jubilación convencional reconocida por el Departamento de Risaralda mediante la resolución Nº 1365 de 30 de diciembre de 1993?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

FACTORES SALARIALES A TENER EN CUENTA PARA LA LIQUIDACION DE LA PENSION DE JUBILACIÓN CONVENCIONAL CUANDO NO SE DISPONEN EN LA CONVENCION COLECTIVA.

Ha sido pacifica la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sostener, que en materia pensional los vacíos dejados por las partes en la convención colectiva de trabajo, deben ser cubiertos por lo que establezca la Ley vigente para el momento en que se causó el derecho; situación ésta que recordó en la sentencia SL-6387 de 11 de mayo de 2016 radicación Nº 46.604 con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo, de la siguiente manera: 

“De otra parte, cabe decir en cuanto al argumento del casacionista de que se acuda al principio de favorabilidad para resolver el enfrentamiento generado entre la ley y la convención colectiva de trabajo, que, en este caso, no existe un conflicto entre dos normas, sino, más bien, una complementación entre ellas, en la medida que el vacío dejado por las partes en la convención colectiva de trabajo en cuanto al tope máximo de la pensión reconocida al actor, debe ser llenado mediante la aplicación de la ley vigente, esto es la L. 71/1988.”.

Conforme con lo expuesto, cuando un empleado del orden territorial adquiere los requisitos para ser beneficiario de la pensión de jubilación convencional, los factores salariales a tener en cuenta para liquidar la prestación serán los que se encuentren dispuestos en las normas convencionales, y de no ser así, el vacío dejado por las partes deberá ser cubierto por la Ley que en materia de pensiones se encuentre vigente para el momento en el que se causa el derecho. 

EL CASO CONCRETO

Ninguna discusión se presenta en el presente litigio sobre la condición de pensionado del Departamento de Risaralda que tiene el señor Gabriel Eduardo Cruz, ni tampoco respecto a la tasa de reemplazo aplicada al momento de liquidar la pensión de jubilación, no solo por lo expresado en la demanda, sino porque tal circunstancia fue aceptada por la entidad accionada en la respuesta que dio al libelo introductorio al aceptar y reconocer el contenido de la resolución Nº 1365 de 30 de diciembre de 1993 –fls.52 a 61-.

De otro lado, claro resulta que lo que se quiere es la reliquidación de la pensión convencional otorgada incluyendo como base salarial para ello la inclusión de nuevos factores salariales, por lo que, al ser la convención la fuente del derecho reclamado, indispensable resultaba que se hubiera aportado al plenario ese cuerpo normativo con la correspondiente nota de depósito. 

El juzgado de conocimiento en su sentencia concluyó que no era posible solucionar el conflicto con soporte en la convención colectiva de trabajo allegada por la parte actora –fls.27 a 45- por cuanto la misma adolece de la nota de depósito, sin que tal premisa haya sido controvertida por el recurrente. De allí que, estando tal determinación en firme, el hecho de que no obre en el expediente la fuente de la obligación reclamada, es razón suficiente para negar las pretensiones de la demanda, independientemente del hecho de que la Corporación en otros casos de similares connotaciones haya tenido la oportunidad de estudiarla. 
Pero más allá de lo anterior, si en gracia de discusión se pasara por alto la ausencia de la nota de depósito de la convención colectiva de trabajo que fue aportada al expediente –fls.27 a 45-, lo cierto es que ella no sería la llamada a resolver el problema jurídico que se plantea en esta litis, por cuanto en sus artículos 27 y 43 no se establece cuáles son los factores salariales a tener en cuenta para liquidar la pensión convencional de jubilación, ya que en esos dos artículos únicamente se prevén los requisitos para acceder a ella y la tasa de reemplazo que debe aplicarse al IBL; por lo que necesario resulta atender las normas legales que estaban vigentes para ese momento en aras de definir si, en este caso, es dable tener en cuenta o no las primas de vacaciones y de navidad como factores salariales a tener en cuenta para la liquidación de la prestación económica reconocida a partir del 15 de diciembre de 1993 en la resolución Nº 1365 de 30 de diciembre de esa misma anualidad –fl.64-.
Habiendo causado la pensión de jubilación el señor Gabriel Eduardo Cruz el 15 de diciembre de 1993, la normatividad vigente en pensiones en el sector público era la Ley 33 de 1985, previendo en el artículo 1º que la tasa de reemplazo que arroja la mesada pensional se le debe aplicar al salario promedio que sirvió de base para los aportes durante el último año de servicios; determinando en el artículo 3º modificado por la Ley 62 de 1985, que la base de liquidación para los empleados del orden nacional será la comprendida con la asignación básica, gastos de representación, prima técnica, dominicales y feriados, horas extras, bonificación por servicios prestados y trabajo suplementario o realizado en jornada nocturna o en días de descanso obligatorio; y que en todo caso las pensiones de los empleados oficiales de cualquier orden siempre se liquidarán sobre los mismos factores que hayan servido de base para calcular los aportes.

Siguiendo esas directrices legales, para liquidar la pensión de jubilación del señor Gabriel Eduardo Cruz, el Departamento de Risaralda no estaba en la obligación legal de efectuar descuentos para aporte a la pensión sobre las primas de navidad y de vacaciones, con base en las cuales aspira el accionante el reajuste de la prestación convencional reconocida. 

Ahora, si bien a folio 23 del expediente se encuentra constancia emitida por el Director de Recursos Humanos de la Gobernación de Risaralda donde hace la relación de los ingresos salariales devengados por el actor en el último año de servicios, encontrándose además del salario básico mensual, las primas de vacaciones y de navidad devengadas en los meses de abril y diciembre del año 1993 respectivamente, lo cierto es que en ese documento no se hace constar que sobre esas sumas se haya hecho descuentos para el aporte a pensión.

Por el contrario, con la información que reposa en la certificación emitida por esa misma dependencia el 4 de enero de 1994 –fl.24- en el que se resolvió una petición de reliquidación de la pensión del señor Cruz, el ente territorial informó cuales fueron los valores de los salarios por él devengados en los años 1990, 1991, 1992 y 1993, sobre los cuales se le hicieron periódicamente los descuentos para la Caja de Previsión Social, es decir, fue sobre el salario básico que la entidad accionada le hizo los descuentos para efectuar los respectivos aportes tendientes a garantizar el pago de la pensión de jubilación, por lo que de conformidad con lo previsto en el artículo 3º de la Ley 33 de 1985 modificado por la Ley 62 del mismo año, al no haber sido base para calcular los aportes para pensión las primas de vacaciones y de navidad percibidas en el año 1993, las mismas no pueden ser tenidas en cuenta como factores salariales para liquidar la pensión de jubilación reconocida en la resolución Nº 1365 de 30 de diciembre de 1993.
Es que contrario a lo que ocurrió en este evento, en el proceso radicado bajo el Nº 66001-31-05-003-2017-00190-01 adelantado por el señor Ernesto Flórez Castaño en contra del Departamento de Risaralda, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 de éste Distrito Judicial, con ponencia de quien aquí cumple con ese mismo encargo, determinó que había lugar a tener en cuenta las primas de vacaciones y navidad devengadas por el accionante dentro del año inmediatamente anterior al cumplimiento de los requisitos para acceder a la pensión de jubilación, pero por la simple y llana razón que en aquella oportunidad la Secretaría Administrativa del Departamento de Risaralda certificó que esas prestaciones económicas habían sido tenidas en cuenta para efectos pensionales, lo que dio pie a que, dando cumplimiento a lo establecido en el artículo 3º de la Ley 33 de 1985 modificado por la Ley 62 de 1985, se tuvieran que incluir dentro de los factores salariales para liquidar la pensión del accionante; por lo que vale la pena recordar lo que se dijo textualmente en esa oportunidad, así:
“Sentado lo anterior, se tiene entonces que para liquidar la pensión de jubilación del señor Ernesto Flórez Castaño, se deben tener en cuenta todos los factores salariales devengados por él entre el 30 de julio de 1991 y el 29 de julio de 1992 que sirvieron de base para calcular los aportes.

En ese sentido la Secretaría Administrativa del Departamento de Risaralda en la resolución Nº 093 de 3 de febrero de 2017 –fls.83 a 89- determinó que además del salario básico devengado por el señor Ernesto Flórez Castaño, en el último año de servicios percibió, para efectos pensionales, las siguientes prestaciones económicas: En el año 1991 la prima de vacaciones en cuantía de $149.305 y en el año 1992 la prima de vacaciones correspondiente a $304.437, prima de navidad igual a $186.390, festivos del orden de $24.852 y subsidio de transporte equivalentes a la suma de $6.533; puntualizando que la asignación básica para los años 1991 y 1992 era igual a las sumas de $144.489 y $189.390 respectivamente.”.
Como se puede apreciar, tal y como ya se expuso, en el caso del señor Ernesto Flórez Castaño las primas de vacaciones y navidad sirvieron de base para calcular los aportes tendientes a reconocer la pensión de jubilación convencional a cargo en ese momento de la Caja de Previsión Social del Departamento de Risaralda, mientras que en este evento, de acuerdo con las pruebas allegadas al plenario, esas prestaciones económicas que se reconocieron en favor del señor Gabriel Eduardo Cruz, no las tuvieron en cuenta para esos efectos; por lo que, de conformidad con preceptuado en el artículo 3º de la Ley 33 de 1985 modificado por la Ley 62 del mismo año, no es posible acceder a las pretensiones de la demanda.

En el anterior orden de ideas, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 23 de abril de 2019.
Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 100%
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE

CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 23 de abril de 2019.

Costas en esta sede a cargo de la parte actora en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

        ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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